PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE:

L E Y
CAPÍTULO I

OBJETO DE LA LEY

ARTÍCULO 1° La presente Ley tiene como objeto establecer los principios básicos para la Prevención de Desastres Tecnológicos Mayores, que puedan ser aplicados en Regiones o Áreas con gran densidad de industrias, donde en conjunto con factores fisicoquímicos, la producción, el almacenamiento y utilización de sustancias peligrosas, puedan generar contingencias peligrosas que habiliten un enfoque sistemático para la protección de las personas, el medio ambiente y los bienes en general.

ARTÍCULO 2°  Créase a tal efecto el  Sistema de Prevención de Desastres Tecnológicos Mayores para dar respuesta a situaciones de emergencia que pongan en riesgo la vida en todas sus formas o que planteen la desaparición  total o parcial de un recurso natural y con el objetivo de establecer un sistema administrativo, jurídico y técnico, necesario para minimizar tal impacto. 

CAPÍTULO II

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 3° Considérase en la presente ley las siguiente definiciones:

a) Desastre Tecnológico Mayor: : Suceso inesperado o súbito (en particular, emisiones, incendio, explosión importantes y otros), resultante de acontecimientos anormales durante una actividad industrial o de servicios, que supone un peligro grave para la población y el medio ambiente, sea inminente o no, dentro o fuera de la instalación propiamente dicha y en el que intervienen una o más sustancias peligrosas. 

b) Riesgos: grado de probabilidad de que se produzca un acontecimiento no deseado con consecuencias determinadas, dentro de un cierto período o  en circunstancia especificadas. 

c) Autoridad competente: Organismo de aplicación de la presente ley.

d) Sustancia peligrosa : Toda aquella que, debido a sus propiedades químicas, físicas o toxicológicas, constituye un peligro para la salud de las personas y el medio ambiente.

e) Gestión de los riesgos: Conjunto de medidas no solo para lograr la seguridad de la instalación, sino para cumplimentar los objetivos de la presente ley

f) Peligro: Situación física que puede ocasionar daño a la población, al medio ambiente, a la propiedad o la combinación de estas contingencias.

g) Plan de Emergencia: Plan oficial aprobado por La Autoridad de Aplicación de la presente ley, para la Prevención de Desastres Tecnológicos Mayores identificables en regiones o áreas con industrias o de servicios y sus consecuencias. 

h) Seguridad operativa: Estrategia para el control de las operaciones de vigilancia y la toma de medidas de protección y/o precaución. Incluye una normativa en materia de seguridad y salud para la población, protección al medio ambiente y los bienes .

i) Servicios de Urgencia: organismos encargados de controlar y actuar a los efectos de minimizar los accidentes importantes y sus consecuencias, dentro y fuera de las instalaciones en riesgo.

ARTÍCULO 4°  Los principios básicos sobre los que se funda la política del Sistema de Prevención de Desastres Tecnológicos Mayores  son:

a) El principio de Responsabilidad del Causante del desastre tecnológico mayor, y sus consecuencias.

b) El principio de participación mediante el control colegiado y compartido (estado / privado) para instalaciones tecnológicas de riesgo mayor.  

c) El principio de acción inmediata con que el sistema de prevención reaccionará para ser llevado a la práctica con rapidez y en la proporciones compatibles, con los recursos técnicos y financieros propuesto. 

d) El principio de colaboración entre el Estado, las empresas industriales o de Servicios que se encuentren comprendidas dentro de cada región o área, materializándose con el suministro de la información comprendida dentro del Plan de Emergencia de Seguridad (Ley 19.565) y los aportes previstos por resolución del Comité.  

e) El principio de protección sobre la vida y el medio ambiente que obligará a prestar pleno cumplimiento de todas las acciones que sean emitidas por el Comité de la presente ley, basadas sobre todas las informaciones adjuntadas y responsabilizaran a los Directivos de Empresas, los representantes de los trabajadores y a los organismos de acción directa sobre las contingencias generadas por falso testimonio 

f) El principio de confidencialidad sobre la información obtenida en el desempeño de las funciones necesarias para la implementación de los Planes Regionales y toda otra actividad establecida en la  presente ley. 

ARTÍCULO 5° En cumplimiento de los principios establecidos anteriormente y considerando la importancia que tiene los Desastres Tecnológicos Mayores sobre la salud de las personas, la flora, la fauna y el ambiente, como así también en la actividad productiva de la Provincia, el Poder Ejecutivo ejecutará las siguientes acciones de gobierno para la implementación del mismo:

a) Conformar un Comité de Administración y Aplicación de la presente Ley, para el trabajo en conjunto de los siguientes  organismos con incumbencia en la problemática; el Organismo de Aplicación de la presente Ley, el Ministerio de Seguridad (Policía, Dirección de Bomberos), Ministerio Vivienda y Obras y Servicios Públicos, Secretaría de Política Ambiental,  Ministerio de Salud, Vialidad Provincial, Ministerio de la Producción, los representantes de empresas privadas y los representantes de trabajadores por  cada rama de las empresas instaladas en la región preestablecida.

b) Diseñar, en concordancia con los principios y conceptos enunciados en la presente ley, la política de implementación para la prevención de grandes desastres tecnológicos, estableciendo los objetivos, etapas, plazos, y contenidos de las acciones a desarrollar.

c) Evaluar y aprobar los proyectos sobre Regiones o Áreas donde existan riesgos que hagan imprescindible la aplicación de un Plan de Prevención de Desastres Tecnológicos Mayores.  

d) Autorizar la ejecución de los proyectos basados en estudios, diagnósticos y evaluaciones de los riesgos, en función de la factibilidad, técnica / económica y de la aceptabilidad social.

e) Promover la necesaria participación de la comunidad a través de Defensa Civil, en los planes y programas analizados por el Consejo de Administración, implementado en concordancias con la autoridades Municipales programas de educación y concientización sobre la influencia de grandes accidentes y sus consecuencias sobre todas las formas de vida, en la economía de la región y su forma más rápida de evacuación ante imprevistos.

f) Convenir con el Señor Fiscal de Estado a los efectos de realizar acciones civiles y/o penales que correspondieren a los generadores de los accidentes y que hallan afectado el patrimonio Provincial. 

DE LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN

ARTÍCULO 6°  Conformado el Comité de Administración y Aplicación de la presente Ley, deberá:

a) Nominar como Presidente del Comité de Administración al representante del Organismo de Aplicación de la presente Ley.

b) Definir e identificar las Regiones o zonas donde las instalaciones industriales y/o de Servicio contengan un riesgo mayor (tanto las existentes como las proyectadas), en base a la producción, transporte o almacenamiento de sustancias peligrosas y sus parámetros fisicoquímicos. 
c) Identificar las instalaciones de riesgo mayor dentro de cada Región o Área, dando prioridad a aquellas que por su potencial puedan afectar grandes superficies con elevada población y ecosistemas sensibles. 

d) Solicitar a cada empresa un informe en materia de seguridad sobre las instalaciones de con riesgo mayor que posean y por la peligrosidad de los productos, y que como mínimo deberá contener: descripción sobre el diseño de la instalación y su sistema de seguridad, descripción técnica de cada producto y su grado de peligrosidad, disposiciones de seguridad programadas internamente y la superficie de incidencia en caso de un desastre tecnológico mayor.

e) En situaciones de emergencia para aquellos casos considerados como desastres tecnológicos mayores, se actuará mediante un programa de ejecución inmediata con un diagnostico previo y una propuesta concordante con el plan desarrollado y en el que incluirán las acciones. Deberá proponer además la ejecución de las operaciones para aislar y o limitar áreas de influencia del accidente. 

f) Ejecutar en conjunto con los todos los actores que integran este Comité, un modelo matemático que represente el grado de peligrosidad de la región o área y una planificación para casos de emergencia como elemento esencial del sistema de prevención de riesgos , el mismo, independientemente de lo que se establezca en la reglamentación de la ley, deberá contener:

1) Localizar toda situación equiparable con desastres tecnológicos mayores.  . 

2) Graficar las áreas de incidencia por los efectos nocivos de una situación de emergencia para la población, el medio ambiente y los bienes. 

3) Establecer planes para cada uno de los posibles casos de riesgo en las instalaciones y fuera de ellas, determinando los procedimientos técnicos y orgánicos más idóneos para mitigar los efectos y los daños. 

4) El plan deberá contener un sistema de valorización permanente para control de la contaminación atmosférica y las posibles afectaciones a acuíferos y aguas superficiales, detallando si dicha área corresponde a zonas de recarga de agua subterránea para consumo humano o como alimentadora de plantas potabilizadoras en aguas superficiales.

5) Determinar parámetros que sean base del modelo matemático propuesto. 

6) Definición de las metas de minimización de riesgos.

g) Proponer un Plan General Regional para la Prevención de Desastres Tecnológicos Mayores.  

h) Actuar frente a las partes responsables de la generación de riesgos, a sus operadores y/o transportistas.  

i) El Comité deberá, contar con la participación del Intendente del Municipio y/o los Municipios, a los efectos de participar en el Plan y la coordinación de acciones técnicas – económicas dentro de cada ejido. 

j) En caso de que dicha región se encuentre dentro del territorio Nacional y afecte su riesgo a áreas provinciales deberá  participar el responsable del Organismo correspondiente.

k) El Consejo de Administración utilizará la infraestructura y el personal de cada Ministerio para la concreción de todas las obligaciones técnicas administrativas que demande la presente Ley, utilizando partidas existentes en el Presupuesto anual para dicho cometido, con excepción de las inversiones en obras que se realizará con los recursos de la Ley establecido en el artículo 7°.

l) El Consejo excepcionalmente podrá intervenir por la fuerza en áreas de dominio privado, solo cuando las evaluaciones realizadas indiquen la existencia de un riesgo inminente a la población o al medio ambiente, y no fuere posible intimar al responsable por fallecimiento,  abandono o declaración de quiebra. En este caso la Autoridad de Aplicación hará intervenir en forma inmediata a un juez competente, que habilite el ingreso legal al predio y operar en forma inmediata siempre con cargo al generador y/o responsables.

CAPITULO III

RECURSOS PARA LA APLICACIÓN DE LA LEY

ARTÍCULO 7°  Para el cumplimiento de lo establecido en la presente Ley, créase una Cuenta Especial para la Prevención de Desastres Tecnológicos Mayores, que se conformará con los siguientes recursos:

a) Las partidas que le asigne la ley anual de presupuesto de la Provincia.

b) Lo proveniente de las multas que aplique la autoridad de aplicación por todo concepto, vía judicial o administrativa.

c) Las sumas que en carácter de aportes o subsidios para la Prevención de Desastres Tecnológicos Mayores otorgue el Gobierno Nacional, Organismos Internacionales y las empresas que comprendan dicha regiones. 

d) Donaciones y legados 

e) Todo otro aporte destinado al cumplimiento de programas de remediación conforme con los objetivos enunciados en la presente Ley.

CAPÍTULO IV

SANCIONES

ARTÍCULO 8° El incumplimiento de las disposiciones emitidas por el Comité, dará lugar además a la aplicación inmediata de apercibimiento, multa, y/o clausura con intervención del Juez competente.
REGLAMENTACIÓN

ARTÍCULO 9°  La presente Ley deberá ser reglamentada en un plazo de 90 días de su promulgación.

ARTÍCULO 10 °   De forma

FUNDAMENTOS

El presente proyecto de Ley tiene su sustento en la necesidad de proteger la salud de la población y el medio ambiente, cuando la acción incontrolada de instalaciones industriales o de servicios, generen un desastre de dimensiones tales, puedan producir dentro de áreas muy importantes la desaparición de un recurso natural o genere un peligro inminente o que ponga en riesgo la vida en todas sus formas.

La planificación y concreción de un sistema como el propuesta en la presente ley, requiere de la convergencia efectiva de todos los estamentos del Estado. Esto permitirá aportar una importante variedad de recursos y capacidades de acción necesarios e imprescindibles para su implementación y la aceptación social. Hacer viable  y efectivo un proyecto, exige pues, lograr la articulación y el compromiso de todos los actores involucrados, (llámese fundamentalmente empresas industriales y de servicio), en conjunto con el Estado.

Es por ello que se hace necesario generar y desarrollar un espacio de co-gestión interministerial y privado, articulado con cada uno de los Organismos mencionados en este proyecto de Ley, de modo que puedan interactuar con las distintas percepciones, intereses, y propuestas de solución, de manera de negociar y elaborar consensos suficientes y compromisos mutuos que efectivicen la convergencia de sus aportes respectivos. 

Estos lineamientos políticos colocan entonces, en un primer plano al problema de la eficiencia y la eficacia de la gestión, de allí la creación de un Comité de Administración que funcione como un puente hacia soluciones concretas y participativas, respecto a las responsabilidades tradicionales de cada Organismo que lo conforma.

Otro aspecto dentro del marco legal propuesto, es generar  un proceso explícito de responsabilidades en la prevención de desastres tecnológicos, incorporados en los principios y conceptos básicos definidos: principio de responsabilidad del causante, principio de participación,  principio de acción inmediata, principio de colaboración, principio protección sobre la vida y el medio ambiente y el principio de confidencialidad. Es decir, generar una participación efectiva en la elaboración de consensos y decisiones que se procesan en la planificación, proponiendo ámbitos y mecanismos formales de interconsultas y negociación entre instancias, en las que además de intervenir autoridades Provinciales, se ha involucrado a  los Municipios y las empresas privadas integrantes de cada región.  

Estamos convencidos que los objetivos de este proyecto de Ley son coincidentes con el espíritu de nuestra Constitución Provincial y concordantes con aquellos procesos de cambio  requeridos por la sociedad, es por ello que pido a mis pares me acompañen con esta propuesta.
Diputado Dr. Jesús H. M. AISPURU



